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En nuestra Carta política se consagra un gran abanico de garantías al 
momento de aplicar justicia mediante el proceso penal, constituyendo de la 
misma manera normatividad tendiente a reconocer material y efectivamente los 
derechos de las personas, a través de mecanismos, acciones, recursos y 
procedimientos aplicables tanto al encartado como a las víctimas a partir de la 
vulneración de dichos derechos y/o la trasgresión de las normas. 
 
La implementación del sistema penal acusatorio es una de las 
transformaciones más importantes que en materia de derecho penal se ha 
logrado concretar en nuestro país. De esta manera nos ponemos al día con el 
lenguaje que hablan la mayoría de los países de América Latina y del mundo, 
pasamos entonces de un sistema penal rígido en lo escritural y formal, 
desequilibrado por demás, donde el juez –en la mayoría de las ocasiones-  
nutría su convicción principalmente en las pruebas aportadas por la fiscalía, a 
un Sistema oral, donde lo debatido ha de resolverse en audiencias que tienen 
el carácter de públicas, donde la inmediación del juez en la formación del 
proceso de la prueba es característica diferenciadora del anterior sistema; Aquí 
las partes, “fiscales y defensores deben de practicar las pruebas en los juicios 
públicos, ante el rector de proceso y lo más importante, ante el ciudadano del 
común para que observe y ejerza control social sobre la actuación de las 
autoridades de justicia.”1  
 
Pero, como dejar de un lado la gran cantidad de críticos que tiene este tema, 
con todo y sus mecanismos de los preacuerdos y las negociaciones, ellos 
mantienen activa la discusión y le dan dinámica en cuanto a su tratamiento 
práctico, pero no por ello pueden aceptarse argumentos tendientes a definir 
                                                 
1 FRANCO, Adriana. Et. al. Balance del Sistema Penal Acusatorio.  Manizales, 2007, 10p. 
Trabajo de grado (Abogado). Universidad de Caldas. Facultad de ciencias jurídicas y sociales. 
Programa de Derecho.   
que los preacuerdos y las negociaciones son un atajo usado por el sistema 
penal para impartir justicia a medias cuando se busca es claridad en estadios 
de verdad. Pues, aceptar dicha posición no solo deja en evidencia el 
desconocimiento e inaplicación de una de las dos actitudes indispensables que 
desde sus diseños requiere la implementación del sistema acusatorio de parte 
de sus operadores, como lo es, ser propositivo crítico, lo cual conlleva implícito 
un compromiso permanente por depurar el sistema, que de entrada se 
reconoce como imperfecto, sino que también se olvida que con la correcta 
implementación y funcionamiento de los mecanismos aquí tratados se logra 
personalizar cada persecución penal, no para la mera aplicación de la pena, lo 
cual significaría por lo contrario un atraso dogmático, sino para elevar 
estándares de respeto de derechos fundamentales, redundando en la 
humanización del proceso penal y con ello del conflicto irregular armado por el 



















 2. JUSTIFICACIÓN 
 
 
Este trabajo es el resultado académico ante uno de tantos problemas  de tipo 
socio-jurídico que surgen en desarrollo del ejercicio profesional, pero en los que 
lamentablemente las labores diarias no permiten ocuparse; Está desarrollado 
desde diferentes perspectivas, ya como jueces ya como fiscales, se ejecutó 
mediante la revisión y el análisis de diferentes conferencias de capacitación, 
sentencias de las diferentes cortes desde su condición de organismos de 
cierre, documentación que para efectos de la implementación del Sistema 
Penal Acusatorio expidió  tanto el estado colombiano como los Estados Unidos 
de Norteamérica por medio de su organización ICITAP, revistas y publicaciones 
realizadas por la Fiscalía General de la Nación, encontrando como dificultad 
principal la resistencia que a dicho proceso de cambio han expresado tanto 
abogados defensores como empleados de la rama judicial a todos sus niveles. 
 
Visto el panorama, se puede concluir de manera inicial que es evidente la 
necesidad de dar completa cabida y efectiva aplicación a institutos como los 
preacuerdos y las negociaciones, pilar fundamental para que el sistema de 












 3. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
¿La tasación de la pena en los preacuerdos, negociaciones y aceptación de 
cargos ha originado un tratamiento disímil a nivel judicial y jurisprudencial 


























 4. OBJETIVOS 
 
 
4.1. OBJETIVO GENERAL 
 
Determinar la manera en que la tasación de la pena en los preacuerdos, 
negociaciones y aceptación de cargos ha originado un tratamiento disímil a 




4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 Aclarar las posibles confusiones que en el tratamiento de los 
preacuerdos, negociaciones y aceptación de cargos se han originado en 
lo concerniente a rebajas de pena. 
 
 Determinar las posibles consecuencias que trae para el sistema judicial 
el entregar pronunciamientos disimiles a casos análogos cuando de 
preacuerdos, negociaciones y aceptación de cargos se trata. 
 
 Establecer los efectos judiciales y jurisprudenciales sobre los vacíos 
legales en cuanto a preacuerdos, negociaciones y aceptación de cargos. 
 
 Esclarecer los conceptos de rebaja de pena, aceptación de cargos, 







5. MARCO TEÓRICO 
 
 
5.1. CONCEPTOS PRELIMINARES 
 
El preacuerdo o la negociación, como su nombre al rompe lo señala, se 
caracteriza por la bilateralidad, el pacto, -si se quiere- la transacción, la 
convención, acerca de lo que será materia de definición judicial de fondo por 
parte del juez de conocimiento, acuerdo a cuyo acatamiento está vinculado el 
fallador a menos que se compruebe que se han violado garantías 
fundamentales, caso en el cual la solución estará por decreto de nulidad.2 
 
“Podemos definir el plea bargaining como aquel procedimiento de definición de 
un proceso penal medido (sic) entre la acusación y la defensa mediante un 
acuerdo (agreement) sobre las condiciones a las que se subordinan la 
declaración de culpabilidad, conformándose con el cargo o los cargos que se le 
imputan, a cambio de una reducción de la condena o de alguna concesión del 
Estado”.3  
 
Un preacuerdo, es un acto que se produce como consecuencia de una 
negociación completamente informal que se realiza entre el fiscal y el imputado 
o el acusado a través de su defensor, que puede llevar a la terminación 
anticipada del proceso, es decir sin tramitar rigurosamente todas las etapas 
procesales que consagra el código, o se puede dar la aplicación del principio 
de oportunidad, o sea la suspensión, interrupción o renuncia de la acción penal 
por parte de la fiscalía.4 
                                                 
2 Sentencia N° 20554-2005 Honorable Corte Suprema de Justicia. Salvamento de voto.  
 
3 BARONA VILLAR, Silvia. La conformidad en el proceso penal. Tirant. Valencia. 1994. p.54.  
 
4 ARIAS DUQUE, Juan Carlos y otros. El proceso penal acusatorio colombiano. Tomo I, 
Capítulo VII. p.108. 
  
5.2. TRATAMIENTO LEGAL A LAS NEGOCIACIONES, PREACUERDOS Y 




ARTÍCULO 348. FINALIDADES. 
 
Con el fin de humanizar la actuación procesal y la pena; obtener pronta y 
cumplida justicia; activar la solución de los conflictos sociales que genera el 
delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el 
injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso, la 
Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar a preacuerdos que impliquen la 
terminación del proceso. 
 
El funcionario al negociar los preacuerdos, debe observar las directivas de la 
Fiscalía General de la Nación y las pautas trazadas como política criminal, a fin 
de aprestigiar la administración de la justicia y evitar su cuestionamiento.  
 
“Si el derecho penal material se propone unos fines de prevención general y 
especial con la pena, los acuerdos y negociaciones (subraya fuera del texto) no 
tienen vocación para cumplir este propósito, de tal manera que una mala 
utilización de la alegación de culpabilidad corre el riesgo de convertirse en 
rutina de trabajo judicial que conlleva a que la sociedad no se percate del real 
funcionamiento de la administración de justicia penal y en la misma medida 
olvide que el sistema punitivo está articulado para la defensa social. Así, la 
transacción entre abogados reemplaza los fines del derecho con las sabidas 
consecuencias para el principio de legalidad penal que fundamenta la 
constitución.”5  
 
                                                 
5 GUERRERO, Op. Cit., p.529. 
Es indiscutible que uno de los objetivos más importantes, si no el que más, se 
ha trazado la legislación colombiana con la implementación del sistema penal 
acusatorio, es precisamente el de la humanización tanto de la actuación 
procesal como de la pena, aunque podría resultar que precisamente los 
diseños establecidos en el sistema oral pueden presionar al encartado para 
entregarse a su adversario – la Fiscalía – en preacuerdo, pues podría la pena 
no ser su temor mayor, sino que “el proceso es el verdadero castigo. La 
exposición pública de un sujeto acusado a un proceso penal en una sociedad 
apabullada por la necesidad de la información puede llevar a excesos 
mediáticos que el imputado o acusado podría evitar o aminorar con la 
negociación de su caso o la alegación de culpabilidad. Con todo, este problema 
está más relacionado con la temática de la publicidad indebida que genera el 
juicio oral que con los fines de la terminación del proceso penal y en gracia de 
discusión si alguien se autoincrimina para no estar sometido a la exposición 
pública, pues habría que predicar que el principio de publicidad lejos de ser una 
garantía para el acusado, se convierte en lo contrario, esto es, una presión 
indebida sobre los jueces para que condenen y satisfagan los deseos 
morbosos de una sociedad expectante de punitivismo circense”.6        
 
 
ARTÍCULO 349. IMPROCEDENCIA DE ACUERDOS O NEGOCIACIONES 
CON EL IMPUTADO O ACUSADO. 
 
En los delitos en los cuales el sujeto activo de la conducta punible hubiese 
obtenido incremento patrimonial fruto del mismo, no se podrá celebrar el 
acuerdo con la Fiscalía hasta tanto se reintegre, por lo menos, el cincuenta por 
ciento del valor equivalente al incremento percibido y se asegure el recaudo del 
remanente. 
 
Este instituto tiene entre sus finalidades “activar la solución de los conflictos 
sociales que genera el delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios 
                                                 
6 GUERRERO, Op. Cit., p.531.  
ocasionados con el injusto y lograr la participación del imputado en la definición 
de su caso…., …….el valor reintegrable debe ser total cuando el afectado sea 
el patrimonio público, cuando el incremento no sea correlato del detrimento de 
un patrimonio y cuando no exista acuerdo con la victima privada, pero 
mediando este se estará a la libre voluntad de las partes”.7 
 
 
ARTÍCULO 350. PREACUERDOS DESDE LA AUDIENCIA DE 
FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN. 
 
Desde la audiencia de formulación de la imputación y hasta antes de ser 
presentado el escrito de acusación, la fiscalía y el imputado podrán llegar a un 
preacuerdo sobre los términos de la imputación. Obtenido este preacuerdo, el 
fiscal lo presentará ante el juez de conocimiento como escrito de acusación. 
El fiscal y el imputado, a través de su defensor, podrán adelantar 
conversaciones para llegar a un acuerdo, en el cual el imputado se declarará 
culpable del delito imputado, o de uno relacionado de pena menor, a cambio de 
que el fiscal: 
 
1. Elimine de su acusación alguna causal de agravación punitiva, o algún 
cargo específico. 
2. Tipifique la conducta, dentro de su alegación conclusiva, de una forma 
específica con miras a disminuir la pena. 
 
“…..la víctima, también podrá intervenir en la celebración de acuerdos y 
preacuerdos entre la Fiscalía y el imputado o acusado, para lo cual deberá ser 
oído e informada de su celebración por el fiscal y el juez encargado de aprobar 
el acuerdo.”8 
 
                                                 
7 Sentencia Radicado 24817, H. Corte Suprema de Justicia, junio 22 de 2006. 
 
8 Sentencia C-516 de 11 de julio de 2007, Corte Constitucional.  
“El preacuerdo,……, tiene como objeto fijar los términos de la imputación, lo 
cual implica la admisibilidad por parte del imputado en forma libre, consciente, 
espontánea y voluntaria de situaciones que, además de gozar de amparo legal 
y constitucional, cuentan con un mínimo de respaldo probatorio, por lo que el 
acuerdo debe de terminar sin duda alguna la imputación fáctica y jurídica por la 
que se ha de proferir la condena;…,…deben ser objeto de convenio,…., el 
grado de participación, la lesión no justificada a un bien jurídico tutelado, una 
específica modalidad delictiva respecto de la conducta ejecutada, su forma de 
culpabilidad y las situaciones que para el caso de lugar a una pena menor, la 
sanción a imponer, los excesos en las causales de ausencia de 
responsabilidad  a que se refieren los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 32 
del Código Penal, los errores a que se refiere los numerales 10 y 12 de la 
citada disposición, las circunstancias de marginalidad, ignorancia o pobreza 
extremas, la comunicabilidad de circunstancias, la eliminación de causales 
genéricas o específicas de agravación,…”9 
 
 
ARTÍCULO 351. MODALIDADES. 
  
La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de 
imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible, 
acuerdo que se consignará en el escrito de acusación. 
 
También podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hechos 
imputados y sus consecuencias. Si hubiere un cambio favorable para el 
imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja 
compensatoria por el acuerdo. Para efectos de la acusación se procederá en la 
forma prevista en el inciso anterior. 
 
En el evento que la Fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, 
proyecte formular cargos distintos y más gravosos a los consignados en la 
                                                 
9 Sentencia Radicado 25389, H. Corte Suprema de Justicia, mayo 10 de 2006. 
formulación de imputación, los preacuerdos deben referirse a esta nueva y 
posible imputación. 
 
Los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y acusado obligan al juez de 
conocimiento, salvo que ellos desconozcan las garantías fundamentales. 
Aprobados los preacuerdos por el juez, procederá a convocar la audiencia para 
dictar la sentencia correspondiente. 
 
Las reparaciones efectivas a la víctima que puedan resultar entre los 
preacuerdos del fiscal e imputado o acusado, pueden aceptarse por la víctima.  
En caso de rehusarlos, ésta podrá acudir a las vías judiciales pertinentes.     
 
“Ahora bien, en la audiencia para la individualización de la pena, acto procesal 
necesaria e ineludiblemente subsiguiente a la aprobación del acuerdo, los 
intervinientes solamente pueden referirse a las condiciones individuales, 
familiares, sociales, modo de vivir y antecedentes de todo orden del culpable y 
a la probable determinación de la pena y la concesión de los sustitutos de la 




ARTÍCULO 352. PREACUERDOS POSTERIORES A LA PRESENTACIÓN 
DE LA ACUSACIÓN. 
 
Presentada la acusación y hasta el momento en que sea interrogado el 
acusado, al inicio del juicio oral sobre la aceptación de su responsabilidad, el 
fiscal y el acusado podrán realizar preacuerdos en los términos previstos en el 
artículo anterior. 
Cuando los preacuerdos se realizaren en este ámbito procesal, la pena 
imponible se reducirá en una tercera parte. 
 
                                                 




ARTÍCULO 353. ACEPTACIÓN TOTAL O PARCIAL DE LOS CARGOS. 
  
El imputado o acusado podrá aceptar parcialmente los cargos. En estos 
eventos los beneficios de punibilidad sólo serán extensivos para efectos de lo 
aceptado.   
 
“…y la experiencia ha demostrado que muchos casos la confección y 
aprobación del preacuerdo, así como el fallo que se imparte con asiento en el, 
adolecen de vacíos e inconsistencias que requieren corregirse, ora en sede de 
alzada ora en la del recurso extraordinario, con ocasión de la impugnación que 
se formule por los interesados.”11 
 
 
ARTÍCULO 354. REGLAS COMUNES. 
 
Son inexistentes los acuerdos realizados sin la asistencia del defensor. 
Prevalecerá lo que decida el imputado o acusado en caso de discrepancia con 
su defensor, de lo cual quedará constancia. 
 
Si la índole de los acuerdos permite la rápida adopción de la sentencia, se 
citará a audiencia para su proferimiento en la cual brevemente la Fiscalía y el 
imputado podrán hacer las manifestaciones que crean conveniente, de acuerdo 
con lo regulado en este Código.12  
 
“…los diferentes rangos de descuento punitivo que la nueva normatividad 
establece, vinculando su magnitud a los estadios en que se produce el 
                                                 
11 Sentencia Radicado 27978, H. Corte Suprema de Justicia, agosto 23 de 2007. M.P.: Mauro 
Solarte Portilla.  
 
12 Código de Procedimiento Penal. Ley 906 de 2004. Colombia. Art. 348 a 354. 
allanamiento a cargos: (i) una rebaja de hasta la mitad de la pena imponible 
cuando el evento se produce en la audiencia de formulación de imputación; (ii) 
una rebaja de hasta una terca parte de la pena a imponer, cuando el mismo 
evento se produce en desarrollo de la audiencia preparatoria; (iii) un descuento 
de una sexta parte cuando ocurre en el juicio oral. Cuanto más distante se 
encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor 
reconocimiento punitivo.” 13 
 
5.3. ANTECEDENTES EN LAS FORMAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA   
DEL PROCESO. 
 
No hay duda que estamos frente a un esquema procesal innovador, no 
obstante es imposible negar que en nuestra normatividad ya existían institutos 
con base en negociación pre-acordada como la sentencia anticipada y la 
audiencia especial, formas de terminación anticipada que bien o mal surtieron 
su efecto y fueron decantadas por los operadores judiciales. La primera no era 
un acuerdo, era simple y llanamente la aceptación incondicional de la 
propuesta de imputación de la fiscalía, en cambio la audiencia especial, era un 
acuerdo con “duda probatoria” que nunca operó por cuanto al decir de los 
fiscales nunca apareció la duda probatoria para llegar a dicha negociación.14         
 
5.4. LA AUDIENCIA ESPECIAL. 
 
 En 1.993, mediante la Ley 081, se instauró este mecanismo como instrumento 
de descongestión de despachos judiciales y establecimientos carcelarios, pues 
aunque pretendía la realización de un acuerdo entre fiscal e imputado, este no 
cumplió su objetivo al desnaturalizarse dicha figura por cuanto la acumulación 
de los beneficios logrados por el encartado dejaba ante la comunidad un tufillo 
de impunidad por la consecución temprana de la libertad del procesado. 
                                                 
13 Sentencia T-91 Corte Constitucional, febrero 10 de 2006. M.P.: Jaime Córdoba. 
 
14 Ibíd., p.105.  
 
 5.5. LA SENTENCIA ANTICIPADA.  
 
Art. 57 decreto 2651 de 1.991, se formalizó esta figura con la Ley 81 de 1.993, 
se mantuvo hasta la Ley 599 de 2.000.15 
 
5.6. LA INDEMNIZACIÓN INTEGRAL DE PERJUICIOS. 
 
Recordemos, que para delitos como el hurto, la distancia que un procesado 
tenía a la libertad era únicamente el pago por consignación judicial de los 
perjuicios tasados por la victima en la denuncia, pues así lo establecía la Ley 













                                                 
15 Ibíd., p.107.  
  




DE LOS FUNDAMENTOS DE LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL 
PROCESO POR CONSENSO. 
 
         
A este punto de la investigación el reto consiste en navegar cuidadosamente 
por entre varias situaciones jurídicas como lo son el principio de economía 
procesal, el principio de legalidad, la persecución penal, el respeto por los 
derechos constitucionales y la aplicación de las distintas acciones y 
mecanismos de defensa de víctimas y victimarios en el proceso, entre otros. 
 
Delicado resulta el tránsito de los preacuerdos y negociaciones por entre el 
principio de legalidad, pues para que la aplicación de este mecanismo no se 
convierta en un desvalor dual de la justicia misma, “el principio de legalidad se 
basa, por un lado, en el deber del derecho penal de proteger determinados 
bienes jurídicos, y por el otro, en el fin del derecho procesal penal de mantener 









                                                 
16 GUERRERO, Oscar. Fundamentos teórico constitucionales del nuevo proceso penal. Nueva 





DE LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO. 
 
 
Estando en juego la verificación del alcance de principios como los de 
legalidad, igualdad, defensa y debido proceso, como columna vertebral de la 
implementación del sistema penal acusatorio en Colombia, resulta imposible 
olvidar que la misión de este último es precisamente la de asegurar el 
contradictorio como herramienta trascendental en la búsqueda de la verdad 
material por medio de una confrontación civilizada de ideas, argumentos y 
pruebas en medio del orden que puedan dar las instituciones respectivas. 
 
Estos procedimientos que buscan simplificar el proceso deben de igual manera 
respetar la existencia de otras etapas y la intervención de operadores jurídicos, 
que conllevan la separación de funciones de acusación y juzgamiento. La labor 
de imputación por parte de la Fiscalía y la de juzgamiento del juez como tercero 
imparcial; este procedimiento de abreviación es beneficioso en aras de 










                                                 






DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN MEDIO DE LA TERMINACIÓN 
ANTICIPADA DEL PROCESO POR CONSENSO. 
 
 
Cuando el sistema implementado establece en sus diseños unas etapas 
procesales, no hace cosa diferente que dictar de manera anticipada reglas 
claras a quienes hipotéticamente puedan portar la calidad de encartados, 
esquematizando entonces un tratamiento que se traduce en lo que conocemos 
como el principio constitucional de igualdad; pero al recordar que tanto en el 
allanamiento a cargos (que no requiere consenso) como en los preacuerdos y 
negociaciones, no existe oportunidad para controvertir sobre la responsabilidad 
del imputado o acusado, sino que se está precisamente dejando de lado dicha 
posibilidad, lo que sucede de manera cierta es que se está abandonando el 
compromiso  que tiene el Estado ante la comunidad de allegar la carga de unos 
hechos penales en cabeza de un particular, si y solo si, se encuentra 
plenamente esclarecida su responsabilidad utilizando los instrumentos 
establecidos para ello. 
 
No obstante, es necesario aclarar que cuando un imputado resuelve con el 
consejo técnico de su defensor acogerse a un preacuerdo, lo hace teniendo en 
cuenta que recibe un beneficio con la pena que le fuere impuesta y por tal 
razón cuanto sucede en este evento es que está renunciando a esa igualdad 
que el Estado le ofrece desde el momento mismo en que acepta el preacuerdo, 
respetándose sus garantías procesales. No se puede renunciar al consenso ni 
a la oportunidad de los acuerdos a que pueda llegarse. Aun más, es el juez 
quien acepta estos preacuerdos con respecto a las pruebas y a la verdad 
procesal, es obvio que todo queda en un margen de discrecionalidad pero no 
puede abusar de esta, permitiendo hacer uso de la terminación anticipada del 






























                                                 




DEL ACUERDO EN LA JUSTICIA RESTAURATIVA. 
 
 
Cuando en un proceso penal la víctima y el imputado, acusado o sentenciado, 
acuden activa y conjuntamente en la resolución de situaciones derivadas del 
delito buscando un resultado restaurativo de los hechos injustos, contando o no 
con la participación de un facilitador, podemos decir que estamos conviviendo 
con la justicia restaurativa.  
 
La importancia de un acuerdo en la justicia restaurativa radica en que este se 
encuentra inequívocamente dirigido a reconocer y atender las necesidades y 
responsabilidades tanto individuales como colectivas de las partes, 
pretendiendo reintegrar ambos – víctima y victimario -  a la comunidad en los 
términos de confianza que generan los compromisos de verdad, reparación y 
restitución.  
 
Resulta perentorio recordar los principios generales establecidos en el código 
que han de regir los procesos de justicia restaurativa19: 
 
a) El libre consentimiento de la víctima y el imputado, acusado o 
sentenciado, de someter el conflicto a un proceso restaurativo; 
consentimiento que puede ser retirado en cualquier momento por 
cualquiera de las partes. 
 
b) No se admitirá como prueba de culpabilidad en procesos jurídicos 
ulteriores lo que devenga de la participación del imputado, acusado o 
sentenciado. 
                                                 
19 CARDONA GUTIÉRREZ, Lina María, GUTIÉRREZ ARCOS, Carlos Andrés. Los preacuerdos 
y las negociaciones en el sistema acusatorio. Manizales, 2005, 32p. Trabajo de grado 
(Abogado). Universidad de Caldas. Facultad de ciencias jurídicas y sociales. Programa de 
derecho. 
 c) Se exige imparcialidad en la labor de los facilitadores, pues solo así 
podrá generar un clima de necesaria confianza y de respeto mutuo. 
 
d) El encartado podrá, en todos los casos, consultar a un abogado. 
 
e) Debe de haber razonabilidad y proporcionalidad en cuanto al alcance de 
los acuerdos logrados respecto del delito tratado. 
 
El fiscal o el juez, cuando pretenda remitir un caso ante la justicia restaurativa 
deberá: 
 
a) Informar a las partes sobre sus derechos, naturaleza del proceso y 
consecuencias en su decisión. 
 
b) Descartar coacción a las partes generada por un tercero, 




Son mecanismos de justicia restaurativa: 
 
a) La conciliación pre-procesal. 
 
b) La conciliación en el incidente de reparación integral. 
 







 CAPÍTULO QUINTO 
 
DE LA DECLARACIÓN DE INTENCIÓN. 
 
 
De  la simple lectura del artículo 348 de nuestro código procesal penal, se 
colige que al plantear el tema de las negociaciones y los preacuerdos es 
necesario aclarar algunos aspectos así:  
 
a) La posibilidad de preacuerdos y negociaciones le da a nuestro sistema 
judicial un muy oportuno y necesario tinte de humanismo, tanto a lo 
largo de la actuación procesal como en la fijación de la pena. 
 
b) Resulta urgente la particularización del caso, por parte del respectivo 
juez de abordo, haciendo necesario que entienda que su función tendrá 
efectos en un mundo real, sin olvidar que el sistema espera de él una 
pronta y cumplida esperanza de verdad, sueño del que no puede 
alejarse en el preacuerdo aunque pretenda una solución rápida del 
proceso. 
 
c) En todos los rincones de la comunidad judicial se escuchan voces 
restando, tanto éxito y mérito, como funcionalidad y validez a las figuras 
de acuerdos, preacuerdos y negociaciones y a cualquier otro 
mecanismo alternativo que pretenda terminar de manera anticipada un 
proceso penal, pues, no son más que críticas, quejas y reclamos  en 
donde la mayoría de ocasiones sobran argumentos pero abandonan la 
posibilidad que trae este sistema penal implementado o implantado, 
como se quiera, desde el extranjero, que consiste en ser críticos 
propositivos, siendo esta, no solo una oportunidad para la reingeniería 
permanente del sistema, sino condición necesaria para la permanencia 
del mismo en nuestro medio, esto sin que quede resuelto el interrogante 
sobre si tenemos una mejor justicia en medio de este sistema o fuera de 
él. 
 
d) La correcta y comprometida aplicación de las figuras jurídicas de los 
preacuerdos y las negociaciones, estructura precisamente un aporte del 
sistema al sinuoso camino hacia la pacificación de nuestro país, 
finalidad esencial de justicia pronta. 
 
e) Por supuesto, no pueden permitir los funcionarios judiciales –jueces ni 
fiscales- ser utilizados por los mecanismos de terminación anticipada 
del proceso, aquí citados, para propiciar un estado de impunidad 
general donde el indiciado comulgue amañadamente con las 
pretensiones de la fiscalía con la única intención real de salir al paso de 
la situación, logrando su libertad, dejando del otro lado una víctima 
malograda en lo referente al resarcimiento de sus perjuicios, no, es 
necesario verificar anticipadamente las posibilidades no retóricas sino 
reales que reparen los perjuicios causados. 
 
 
PROTAGONISTAS DEL PREACUERDO. 
 
“Por un lado, el consenso va a suponer una restricción de las garantías 
procesales privando al imputado del ejercicio de los derechos constitucionales 








                                                 
20 BARONA, Op. Cit., p.56.   
 CAPITULO SEXTO 
 




ASPECTOS PROPIOS DE PREACUERDOS Y NEGOCIACIONES. 
 
La laxitud normativa que se tiene para acudir a ellos es una de las 
características más visibles de estas figuras que tienen por fin central la 
descongestión de despachos judiciales y de establecimientos carcelarios, pues 
a un acuerdo se puede acceder casi que en cualquier momento del proceso, 
destacándose como única diferencia el porcentaje de rebaja lograda en la pena 
dependiendo del momento procesal en que ha de darse; incluso, el imputado, 
en el juicio mismo, no solo mediante una manifestación personal y libre, sino 
también, animado por un preacuerdo, podrá declararse culpable, teniendo 
como única condición que el juez deba interrogarlo sobre dicho aspecto (art. 
368 inc. 1) de donde ha de desprenderse obligatoriamente una pretensión 
punitiva que vincula al fallador, a menos que se quebranten con ello garantías 
fundamentales, sin que pueda el juez imponer pena superior a la solicitada por 
el fiscal. 
 
El prosecutor (fiscal), a cambio de una declaración de culpabilidad, se 
comprometerá a solicitar una determinada reducción de la pena, por móviles 
que  en unos casos van encaminados a la defensa social, la prevención 
general o especial y la tutela de las víctimas del hecho, y, en otro, actuará tan 
solo por el deseo de reducir su trabajo, ahorrar tiempo y dedicarse a otros 
procesos., …Por su parte los jueces, en el consenso, tienden a dar más 
importancia al volumen de asuntos judiciales que le competen que a las propias 
exigencias de justicia, llegando incluso a inducir el mismo.21 
                                                 
21 BARONA, Op. Cit., p.56. 
 Recordemos también que el artículo 350 inciso 1 C.P.P.  permite fundir y 
confundir preacuerdo y escrito de acusación, pues, en términos prácticos 
establece que la decisión basada en un preacuerdo estará calcada dentro del 
escrito de acusación, aclarando allí no solo la pena pactada sino también la 
rebaja obtenida. Situación que es acompañada por lo establecido en el Art. 
293, inc. 1 C.P.P., al señalar que “si el imputado por iniciativa propia o por 
acuerdo con la fiscalía acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es 
suficiente como acusación”. 
 
Pero, en el preacuerdo ¿qué sucede y cómo han de ser tratadas las causales 
de agravación del cargo objeto de persecución penal? En el escrito de 
preacuerdo deberá de aclararse si se eliminan o no las causales de agravación, 
si se reconocen o no las circunstancias de atenuación, incluso si se pactó con 
la Fiscalía la variación en la tipicidad con efectos provechosos en el tratamiento 
de la pena y lo tocante a las consecuencias por los hechos imputados y los 
subrogados solicitados y/o tratados; es más que no falte lo acordado respecto a 
la responsabilidad por los hechos imputados, la correspondiente pena y lo 
subrogados.  
 
El escrito de acusación, que se encuentra ahora en manos del juez, será 
elaborado de manera tan clara que permita a éste realizar examen de 
verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley, quién ha de 
analizar la espontaneidad, libertad y voluntariedad que mediaron en el acuerdo, 
permitiéndose un juicio valorativo que de admitir lo acordado impedirá la futura 
retractación, pues así lo dicta el Art. 293 inc. 2, dejando muy en claro, que el 
examen realizado al acuerdo por parte del juez, como medida de control sólo 
tiene cabida en los preacuerdos, más no en el allanamiento a cargos.   
 
Pero, ¿Por qué un tratamiento diferencial entre la aceptación de cargos y el 
preacuerdo en este tema, es decir, por qué la legislación faculta al juez para 
realizar examen de valoración del acuerdo, previo a su aceptación, como 
medida de control, mientras que no lo hace en el allanamiento de cargos?  
Aclaremos, el documento acuerdo, que ahora ha madurado procesalmente a 
escrito de acusación, corresponde a una negociación que no contó con la 
participación del juez (de garantías), por lo que se acepta entonces el examen 
previo a la aceptación del acuerdo, sólo como medida de control; contrario 
ocurre con el allanamiento a cargos, el cual sucede en un estadio institucional, 
no solo en el marco de una audiencia pública, con presencia del ministerio 
público como garante también del indiciado por ser integrante de la comunidad 
a la que defiende, sino principalmente por estar en frente del juez como 
encargado por el estado para dar cumplimiento a los derechos fundamentales 
involucrados, sin ser necesario entonces el mencionado examen por parte del 
juez, aunque el allanamiento constituya un acto unilateral que cuenta con el 
consejo técnico del abogado defensor. 
 
 
POSIBILIDADES QUE TIENE EL JUEZ ANTE UN PREACUERDO. 
 
Detengámonos ahora en el análisis de los diferentes contextos a las cuales 
puede quedar expuesto el juez, según las diferentes situaciones posibles en el 
marco de este sistema penal: 
 
 
 CUANDO HAY ACEPTACIÓN DE LA COMISIÓN DE UN DELITO POR 
PARTE DEL IMPUTADO, RECIBIENDO A CAMBIO, POR PARTE DEL 
FISCAL, LA EXONERACIÓN DE UNA CAUSAL DE AGRAVACIÓN. 
 
En la situación planteada queda claro que el beneficio recibido por el 
procesado consiste en la exoneración por alguna causal de agravación 
concreta a la que hubiere lugar, más no recibe beneficio consistente en rebaja 
de pena por el delito objeto de persecución penal; este panorama deja al juez 
en una situación compleja en lo técnico, cuando de la calificación jurídica de los 
hechos se trata, dando lugar a dos posible interpretaciones, la primera en el 
sentido del artículo 351 y 352 del C.P.P., es decir, que el encausado tiene 
derecho a ambas rebajas, la proveniente de la exoneración por la causal de 
agravación y la equivalente a la tercera parte de la pena por cumplirse el 
preacuerdo, la segunda interpretación es en el sentido contrario, es decir, que 




(…) SENTENCIA DE ANÁLISIS. 
 
En virtud de una (primera) diligencia de preacuerdo celebrada del 28 
de septiembre de 2005, originada en los mismos hechos, el Juzgado 
34 Penal del Circuito de Bogotá con funciones de conocimiento 
profirió sentencia condenatoria el 30 de noviembre de 2005 por los 
delitos de hurto calificado y agravado en concurso heterogéneo con 
los delitos de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego de 
defensa personal y lesiones personales;  en ese orden, sentenció a 
LEONARDO LOAIZA JARAMILLO y JHON FREDY MELO GARZÓN 
a la pena de 110 meses de prisión, entre otras (cfr. Folios 42 – 47 del 
cuaderno de la Fiscalía) 
 
La sentencia fue impugnada por el defensor de los sentenciados y el 
31 de marzo de 2006 fue parcialmente anulada por el Tribunal de 
Bogotá en lo que respecta al delito de lesiones personales, porque 
encontró ilegal el acuerdo que modificó (por lesiones) la imputación 
inicial de homicidio agravado en grado de tentativa. 
 
La esencia del preacuerdo consistió en degradar la imputación a 
homicidio simple... en grado de tentativa, cometido bajo la 
circunstancia de mayor punibilidad prevista en el artículo 58 – 10  
“obrar por coparticipación criminal” a cambio de una condena que 
reportara a los procesados una pena considerablemente menor. 
 
El juzgado del conocimiento declaró ajustado a la legalidad el 
preacuerdo y sentenció de conformidad con la degradación de la 
imputación. 
 
Es indiscutible que la Juez que aprobó el primer preacuerdo conoció 
las circunstancias y hechos del proceso, emitió fallo de primera 
instancia (condenó a 20 meses de prisión) y luego, cuando el 
Tribunal ordenó rehacer el proceso con un “fuerte pronunciamiento” 
en el que pidió mayor rigor punitivo y una tipificación más gravosa 
sobre los hechos y situaciones falladas, emitió nueva sentencia y 
condenó a 163 meses. 
 
En virtud de esta censura el actor pide la casación tanto del 
pronunciamiento del 6 de febrero de 2007, como del 31 de marzo de 
2006, para que la Corte apruebe finalmente la sentencia a veinte 
meses de prisión que por el tipo de lesiones personales emitió la 
Juez del Circuito el 30 de noviembre de 2005. 
 
Sin embargo, por efecto de la declaratoria de nulidad parcial de la 
imputación preacordada con respecto del delito de lesiones 
personales (sentencia del 31/3/2006) el Tribunal anuló parcialmente 
el proceso y devolvió la actuación con el fin de rehacer el 
preacuerdo. 
 
En suma, como hay relación directa entre el primer fallo que declaró 
la nulidad parcial y el de casación, se observa que le asiste razón al 
casacionista.  Para corregir el error la Sala debe casar el fallo y dictar 
el de reemplazo que adopte el primer preacuerdo sobre la base de la 
imputación por lesiones personales.  (Cfr. Fallo del 1 / 6 / 2006, rad. 
24764). 
 
No existe previsión legislativa con carácter de mandato –imposición- 
al juez para que apruebe o impruebe los preacuerdos “en su 
totalidad”;  al contrario, lo que la ley dice es que los preacuerdos 
obligan al juez de conocimiento salvo que ellos desconozcan o 
quebranten garantías fundamentales (Art. 351 inciso cuarto). 
 
En síntesis: la aprobación parcial de los preacuerdos es legítima 
tanto como anular parcialmente los preacuerdos y negociaciones en 
lo que no se ajusten a la legalidad. 
 
De ninguna manera puede entenderse –por sí- la declaración de 
nulidad del preacuerdo o la declaratoria de nulidad del proceso penal 
por errónea adecuación típica (que es lo que aquí sucedió) como una 
reforma peyorativa;  no obstante cabe la discusión de que se trate de 
“una verdad a medias” porque de todos modos se anula la 
imputación (lesiones personales) y se procesará de nuevo por una 
conducta que reviste mayor gravedad (homicidio imperfecto). 
 
En síntesis, la declaración de nulidad del preacuerdo sobre los 
términos de la imputación (art. 350), o de la aceptación misma de la 
imputación por consenso (arts. 351 inc. 1, 352, 356 núm. 5, 367) no 
impide a la parte defensiva ejercer el derecho de contradicción a 
plenitud en el proceso reconstruido (Vg. probar alguna causal de 
ausencia de responsabilidad penal) porque, en todo caso lo que 
persigue la declaración de nulidad es exclusivamente “garantizar a 
plenitud el derecho al debido proceso”  sin perder de vista que el juez 
del conocimiento (juzgado – tribunal) funge como sede de control 
constitucional y legal, bien que se tramite por el sistema ordinario o 
por el sistema de imputación preacordada. 
 
Desde esa perspectiva tuvo razón el Tribunal cuando declaró nulo el 
acuerdo porque no se hace justicia material cuando el fallo no tiene 
un referente fáctico correcto. 
 
¿Cómo pretender una condena de 20 meses por tan gravísima 
conducta? 
 
Ante la declaratoria de nulidad (total o parcial) del preacuerdo, lo que 
corresponde es rehacer el proceso desde la fase en que se indique 
sin que ello comporte el impedimento del funcionario (fiscal, juez, 
tribunal) que adelantó la investigación y sentenció. 
 
Al hilo de las posturas en esta materia (preacuerdo sobre los 
términos de la imputación) la Sala Penal de la Corte es del criterio de 
que el presupuesto del preacuerdo consiste en no soslayar el núcleo 
fáctico de la imputación que determina una correcta adecuación 
típica, que incluye obviamente todas las circunstancias específicas, 
de mayor y menor punibilidad, que fundamentan la imputación 
jurídica: Imputación fáctica y jurídica circunstanciada. 
 
El parámetro de la negociación de los términos de la imputación no 
es la impunidad;  el referente del fiscal y de la defensa es la 
razonabilidad en un marco de negociación que no desnaturalice la 
Administración de justicia. 
 
La Sala encuentra que el reproche del actor implica una verdadera 
retractación del preacuerdo del 17 de octubre de 2006. Como lo hizo 
notar el Tribunal, el artículo 293 del C. de P.P. prohíbe la retractación 
después de la aceptación del preacuerdo. 
 
Es a partir de la imputación fáctica y jurídica precisa, como referente 
“obligado” –insiste la Sala- que pueden los sujetos procesales 
“negociar” los términos de la imputación;  la imputación correcta es el 
único parámetro que permite establecer los dos factores: La pena a 
imponer si no hay preacuerdo y la pena a imponer producto del 
consenso (la relación costo / beneficio de los términos de la 
acusación). 
 
El cargo no prospera.22 
 
                                                 
22 Proceso 27759, Corte Suprema de Justicia, M.P.: Alfredo Gómez Quintero, septiembre 12 de 
2007. 
 
“La declaración de culpabilidad ha de referirse al delito imputado originalmente, 
a otro más leve o a algún delito relacionado. Así, como sustitutivos del delito 
original no solo podrán considerarse aquellos otros que estén incluidos en el 
mismo tipo penal o alguna variedad atenuada; también caben otras figuras 
delictivas siempre que, guarden una razonable relación con la conducta del 
acusado (subraya fuera del texto)”.23 
 
 
 CUANDO VERSA SOBRE LOS HECHOS IMPUTADOS. 
 
Recordemos que es el juez quien debe dar su visto bueno con respecto a la 
aprobación del escrito presentado por la Fiscalía en donde se funden 
acusación y acuerdo, pieza procesal que entre otras cosas, no solo debe 
darnos claridad en cuanto al beneficio que ha de obtener el acusado, sino 
también si lo obtiene respecto de todos los hechos o de alguno de ellos, 
particularidades que se convierten en herramientas a la hora de emprender la 
tarea de cuantificación de la pena o del tratamiento de algún otro beneficio. 
 
En este supuesto analizado la negociación versará, por supuesto, sobre el caso 
específico que se persigue como causa penal, por lo que cuando el preacuerdo 
ya definido, convertido en escrito de acusación, se posa sobre el escritorio del 
juez, éste, antes de proceder a su aprobación deberá verificar que se respeten 
las garantías fundamentales del procesado, según lo preceptuado en el artículo 
351 de la Ley 906 de 2004. 
 
Ahora, los logros de la policía judicial, pueden en determinado momento 
motivar al imputado a una negociación con la Fiscalía, pues ceñidos a una 
lógica simple es de entender que en la medida precisa en que el director del 
grupo metodológico comunique al encartado los avances investigativos, éste 
último valorará las posibilidades de su dicho y decidirá con el consejo de su 
                                                 
23 DE DIEGO DIEZ, Luis Alfredo. Justicia criminal consensuada. Tirant. Valencia. 1999. p.43.  
abogado realizar un preacuerdo o no hacerlo, el cual es la confirmación de que 
la labor del ente investigativo se encontraba bien encaminada.  
 
También es de tener en cuenta que al juez sólo se le puede presentar un 
preacuerdo por proceso y uno por cada imputado, si fuera el caso, por lo que 
nos detendremos en analizar esta situación de tres maneras así: 
 
a) Si el preacuerdo que se allega al juez no tiene éxito en la fase de 
imputación, pero logra ser constatado en la fase siguiente, este 
debe ser aprobado por el juez de conocimiento aunque deba 
realizar sobre él una verificación de legalidad. 
 
En el evento en que [este] se dé, es necesario señalar el acuerdo y 
consignarlo en el escrito de acusación, es decir, el preacuerdo 
haría las veces de escrito de acusación. Este únicamente tiene 
aplicación cuando ha mediado preacuerdo o negociación con el 
fiscal, tal como lo explica el hecho de que ese procedimiento esté 
dentro del Capítulo único del Título II “preacuerdos y 
negociaciones”. La rebaja señalada es hasta la mitad de la pena 
imponible.24 
 
b) Cuando el juez detecta derechos vulnerados y sin posibilidad de 
resarcir tal situación, encontrando además que se encuentra 
inmerso en alguna causal de impedimento, deberá desaprobar el 
preacuerdo. 
 
c) Ahora, cuando el juez de conocimiento logre detectar que en la 
elaboración de un preacuerdo se contravienen derechos 
fundamentales, pero también encuentra que pueden subsanarse 
por medio de la negociación misma y resarcir también el daño 
                                                 
24 ARIAS DUQUE, Op. Cit., p.111. 
causado con ello, estará obligado el juez a aprobar el acuerdo y 
continuar con la actuación procesal. 
 
Ejemplo: X hurta a Y cincuenta millones de pesos, situación que 
genera el respectivo proceso penal, contexto en el cual, el asesor 
jurídico de X que pretenda realizar un preacuerdo debe de aclararle 
a su prohijado que…”…no se podrá celebrar el acuerdo con la 
Fiscalía hasta tanto se reintegre, por lo menos, el cincuenta por 
ciento del valor equivalente al incremento percibido y se asegure el 
recaudo del remanente.”25, condición sin la cual el juez de 
conocimiento no dará su aprobación.     
 
 CUANDO HAY ACEPTACIÓN DE UN DELITO, SEGUIDO POR LA 
EXCLUSIÓN DE UN CARGO ESPECÍFICO POR PARTE DEL FISCAL. 
 
Esta situación puede presentarse por diversos orígenes, pero si sucediese que 
en desarrollo de las tareas investigativas, la Fiscalía, a juicio de sus 
funcionarios, es poco probable acusar al encartado por un delito determinado, 
podría el ente acusador realizar un acuerdo en el que se le excluya a aquel de 
un cargo específico, el que le ofrezca menos posibilidades de éxito, para que el 
imputado acepte la comisión de otro delito. 
 
 
 CUANDO HAY ACEPTACIÓN TOTAL DE CARGOS. 
 
Recordemos que si dicha aceptación de cargos ocurre antes de la formulación 
de acusación la rebaja obtenida será de hasta la mitad de la pena, pero si esta 
aceptación sucediere entre la audiencia de formulación de acusación y hasta 
antes de ser interrogado por el juez en la audiencia del juicio oral dicha rebaja 
será de una tercera parte de la pena. 
 
                                                 
25 Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004. Colombia. Artículo 349. 
Aunque el artículo 350 del C.P.P. establezca que “se puede preacordar desde  
la audiencia de formulación de imputación, no obstante nada impide que fiscal 
y el imputado puedan iniciar conversaciones tendientes a preacordar antes de 
formularse la imputación, caso en el cual el juez deberá aprobar el acuerdo”.26 
Situación que genera natural incertidumbre al juez en cuanto a la posibilidad de 
cumplir lo acordado, debido principalmente a la etapa procesal temprana de la 
cual procede, traspié que es normalmente superado por el fiscal cuando se 
ocupa en reforzar la imputación, esperando con ello el allanamiento a cargos 
del imputado, pretendiendo así impedir que el juez desaprueba el acuerdo por 
desconocimiento pleno de los elementos necesarios de la imputación, es decir, 
el fiscal debe preocuparse y ocuparse en permitir al juez, el controlar el 
acuerdo, esto en un ámbito real y material para que pueda examinar la 
totalidad de los actos de la investigación con que cuenta la Fiscalía, revistiendo 
así el proceso de los principios de igualdad y transparencia, pues el juez 
estaría en la posibilidad de observar los elementos materiales probatorios, la 
evidencia física y las demás piezas procesales que culpen o que inculpen al 
procesado, y logre también analizar el equilibrio de las partes en el proceso.   
 
Es de anotar que por disposición de la ley 298 de 2006 (Código de infancia y 
adolescencia) no proceden rebajas por preacuerdos o negociaciones cuando 











                                                 




 La legislación colombiana tiene claramente definidos los topes de 
tasación de pena y descuentos a la misma cuando en un proceso penal 
haya habido preacuerdos, negociaciones y aceptación de cargos.  
 
 Los preacuerdos, negociaciones y aceptación de cargos y sus 
respectivos descuentos en la tasación de la pena han sido desde la 
implementación del Sistema Penal Acusatorio una herramienta idónea 
en la terminación anticipada de procesos. 
 
 En una rama judicial como la nuestra, que históricamente ha contado 
con altos volúmenes de procesos, archivos y tesauros; las 
negociaciones, los preacuerdos y la aceptación de cargos se han 
















 VIII. RECOMENDACIONES. 
 
 
Un debido seguimiento de la jurisprudencia por parte de Jueces, Fiscales y 
Litigantes permite unificar criterios de interpretación aplicables a cada caso 
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